
DERECHO ADMINISTRATIVO. 

Jurisprudencia: el Tribunal Constitucional refuerza la labor de la competencia del Estado en materia 
económica. 

STC (Pleno) de 16 de noviembre de 2016, rec. nº 194/2016. 

http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25156 

“Aun reconociendo la posibilidad de que el Estado limite la oferta de empleo público a través 
de la técnica del tope máximo porcentual, ello no le permite establecer, además, los concretos 
sectores que se verían exceptuados. En suma, lo que vulnera la competencia autonómica es 
la predeterminación de los ámbitos en los que cabe la tasa de reposición del 10 por 100, pues 
se condiciona con ello la organización interna. (…) una justificación de relevancia económica 
que permita entender desde parámetros de constitucionalidad el fundamento estatal para 
identificar unos sectores en detrimento de los demás.” (F.J.1º) 

“En efecto, la STC 178/2006, de 6 de junio, FJ 3, ya consideró que el Estado, en el ejercicio 
de su de competencia en materia de ordenación general de la economía (art. 149.1.13 CE) y 
en virtud del principio de coordinación de la autonomía financiera de las Comunidades 
Autónomas con la hacienda estatal (art. 156.1 CE), podía limitar la oferta de empleo público 
por parte de las Administraciones públicas y, singularmente, de las autonómicas, pues esa 
decisión tiene relación directa con los objetivos de política económica, en cuanto que está 
dirigida a contener la expansión relativa de uno de los componentes esenciales del gasto 
público como es el caso de los gastos de personal. 

Sentado lo anterior, no puede negarse que la norma impugnada establece una limitación de 
sectores para los cuales se fija una tasa de reposición mínima y que, en dicha tarea, el art. 
23.1.2 de la Ley 17/2012 ofrece menor margen al desarrollo autonómico que el precepto 
examinado en la STC 178/2006. Sin embargo, esa circunstancia no determina por sí sola la 
vulneración de la competencia autonómica en los términos denunciados. Al respecto 
conviene advertir que este precepto utiliza también la técnica del tope máximo porcentual y 
señala de forma amplia los sectores de la Administración a los que resulta aplicable la 
excepción a la aplicación de la tasa de reposición. De esta forma la Comunidad Autónoma, 
en el marco diseñado por la norma básica, dispone de margen de actuación para decidir, 
dentro de los sectores definidos, la aplicación de la tasa de reposición prevista en la ley estatal. 

La cuestión guarda así relación con lo decidido en la STC 178/2006, FJ 3, en la que 
declaramos que “la limitación de la oferta de empleo público a través de la técnica del tope 
máximo porcentual, así como la utilización de criterios genéricos como el carácter 
absolutamente prioritario de los sectores, funciones y categorías en que debe concentrarse 
no predeterminan un resultado singular”. En este caso se emplea también el criterio del 
carácter prioritario, indicándose además expresamente los sectores afectados. Por tanto, la 
norma resulta compatible con las competencias de auto-organización que tiene asumidas la 
Comunidad Autónoma del País Vasco en el art. 10.2 EAPV.” (F.J.3º) [B.A.S.] 

 

Jurisprudencia: El Tribunal Supremo expone que la falta de diligencia de la Administración no tiene como 
resultado el beneficio para la misma. 
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STS (Sala 3ª) 25 de noviembre de 2016, rec. nº 2880/2015. 

http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematc
h=TS&reference=7882424&links=%222880%2F2015%22&optimize=20161202&publicin
terface=true 

“Acerca de la forma en que han de computarse los plazos, lo primero que debe decirse, como 
declaraba la sentencia de este Tribunal Supremo de 9 de enero de 2002, es que cuando el que 
interpone el recurso es un Director del Departamento de Gestión Tributaria de la AEAT, 
legitimado para ello, debe actuarse en materia de notificaciones con mayor rigor, si cabe 
todavía, pues nos hallamos ante un recurso excepcional- el recurso extraordinario de 
revisión- y ante la comunicación interórganos del Ministerio de Hacienda. Si no se hiciera así 
se estaría dando un trato de privilegio a la Administración frente a los particulares, dejando 
en sus manos la facultad de fijar, casi con absoluta libertad, la determinación de la fecha ad 
quem en la interposición de los recursos cuando es ella la que ejercita la impugnación.  

Sentado lo que antecede, se plantea aquí con carácter previo y como excepción de índole 
formal la inadmisibilidad del recurso de revisión por considerarlo extemporáneo en su 
interposición.  

El recurso se interpondrá en el plazo de tres meses contados desde el día siguiente al de la 
notificación de la resolución judicial (art. 244.5 de la LGT 58/2003). 

(…) Es reiterado el criterio de esta Sala, a propósito de la presentación en plazo de este 
privilegiado recurso de revisión, de que ha de estarse en todo caso a la fecha de entrada del 
recurso en el registro del TEAC, sin que la fecha que figura en el sello del registro de salida 
del propio órgano impugnante pueda ser considerada válida y eficaz.  

Y es que, como decíamos en la sentencia de 9 de julio de 2002, la presentación del recurso 
de alzada o de revisión no debe haber sido efectuada ante un órgano o dependencia de la 
propia entidad que los formaliza o interpone pues evidente es que, al efecto de evitar toda 
sombra de connivencia en favor del recurrente- como teóricamente sería factible si el escrito 
impugnatorio se presentase ante una mera dependencia, como es el registro general de salida, 
del propio órgano recurrente- el recurso ha de interponerse directamente ante el TEAC o 
éste ha de recibirlo a través de otras autoridades o del servicio de Correos; es decir, que la 
presentación tenga lugar dentro del plazo legal, ante una autoridad u oficina pública que, 
diferente de las propias dependencias de la entidad recurrente, puedan garantizar, con 
objetividad, la veracidad de la fecha y del hecho mismo de la presentación dentro del plazo 
normativamente señalado.  

La aplicación del criterio precedente al presente recurso determina que en ningún caso sea 
admisible como fecha de presentación del recurso la de 6 de julio de 2011, sino la de entrada 
en el TEAC el 20 de julio de 2014 cuando ya había transcurrido el plazo hábil establecido al 
efecto, lo cual, en definitiva, debió haber conllevado la declaración de inadmisibilidad - por 
extemporáneo- del recurso de revisión en cuestión por parte del TEAC; y al no haberlo 
hecho en el acuerdo anulado por la sentencia aquí recurrida procedente resultaba su 
revocación con la paralela estimación del recurso, como correctamente hizo la sentencia 
recurrida.” (F.D. 2º) [B.A.S.] 

 

http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7882424&links=%222880%2F2015%22&optimize=20161202&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7882424&links=%222880%2F2015%22&optimize=20161202&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7882424&links=%222880%2F2015%22&optimize=20161202&publicinterface=true


Jurisprudencia: El Tribunal Supremo suaviza la identificación de los extranjeros. 

STS (Sala 3ª) de 19 de diciembre de 2016, rec. nº 1696/2015. 

http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematc
h=TS&reference=7896415&links=%221696%2F2015%22&optimize=20161223&publicin
terface=true 

“A la vista de los términos en que se suscita el debate es necesario retomar la cuestión sobre 
la competencia de este Tribunal Supremo en relación con estas cuestiones reguladas por 
normas autonómicas, que no puede ser otra que la de establecer si los mencionados 
preceptos reglamentarios de la normativa estatal sobre extranjería imponen, en todo caso, 
que la identificación de los extranjeros en cualquier actuación ante las Administraciones 
Públicas deben ineludiblemente acreditarse, además de con su documentación personal 
nacional, con la TIE expedida por las autoridades españolas. Solo ese debate es el que nos 
esta ́ autorizado por las competencias de este Tribunal Supremo al examinar el precepto 
autonómico, como presupuesto de la legalidad del concreto acto impugnado en la instancia.  

Pues bien, centrado el debate en la forma expuesta es indudable que a los extranjeros, a 
quienes se reconocen los derechos del Título I de la Constitución (artículo 3 de la Ley 
Orgánica de 2000), es previsible que deba intervenir en procedimiento administrativos o 
incluso jurisdiccionales sin que esté en condiciones de obtener la TIE, porque no puede 
olvidarse que el artículo 24 de la Ley reconoce a los extranjeros, sin condición alguna, 
intervenir en la tramitación de los procedimientos administrativo con las ‘garantías previstas 
en la legislación general’, lo cual quebraría si se exigiera la acreditación de la personalidad con 
la exigencia de la TIE, porque en tanto no se pudiera obtener ésta quedaría ineficaz el derecho 
que se reconoce. Los extranjeros pueden estar interesados en procedimientos ante las 
autoridades españolas, como sería el de solicitar la residencia, antes de obtener esa 
documentación, intervención que, de interpretarse los preceptos reglamentarios en la forma 
pretendida por la Administración recurrente, quedarían frustradas. Incluso es de señalar que 
dándose en el caso de autos la peculiaridad de que uno de los solicitantes de la inscripción es 
residente con TIE, comportaría la posibilidad de que pudiera instar el reagrupamiento 
familiar que autoriza el artículo 17 de la Ley Orgánica, en cuanto la norma autonómica no 
impone condición alguna a la convivencia previa a la inscripción; en tanto que no podría 
obtener la inscripción que sería presupuesto de esa posibilidad.  

Así pues, hemos de concluir que en modo alguno la sentencia de instancia vulnera lo 
establecido en los artículos 100 y 101 del Reglamento de la Ley de Extranjería , en cuanto 
dichos preceptos no imponen necesariamente que, en todo caso, las solicitudes de los 
extranjeros ante cualquier Administración Pública española requiera necesariamente la 
posesión de la TIE, único supuesto en que nos sería dable pronunciarnos sobre la pretendida 
nulidad del acto que se revisa en la instancia y que la Sala territorial, al interpretar el precepto 
reglamentario autonómico, no vulneró lo establecido en aquellos preceptos de naturaleza 
estatal”. (F.D. 3º) [B.A.S.]. 

 

Jurisprudencia: Criterios sancionadores que deberían fijar todas las delegaciones de la Agencia Tributaria y 
los despachos de la inspección 

STS (Sala 3ª) de 22 de diciembre de 2016, rec. nº 348/2016. 
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http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematc
h=TS&reference=7900312&links=%22348%2F2016%22&optimize=20170102&publicint
erface=true 

“Si cabe considerar a efectos de motivar la culpabilidad en la imposición de sanciones 
tributarias, que las circunstancias de tener importantes medios económicos, haber firmado 
en conformidad el Acta y la mención de no apreciarse causas exoneración de la culpabilidad, 
son suficientes” (F.D.3º) 

“a) La intencionalidad de la conducta y aun la culpabilidad a título de negligencia, no cabe 
deducirlas de la conformidad prestada en las actas inspectoras, dado que la conformidad se 
presta únicamente respecto de los hechos, y la cuestión de la culpabilidad comporta la 
valoración de la conducta; además de que no puede descartarse que existan supuestos en los 
que el obligado tributario acepte el criterio manifestado por la Administración con la única 
finalidad de evitar litigios ineficaces.  

b) Es criterio jurisprudencial reiterado de esta Sala que ‘el simple hecho de que el obligado 
tributario tenga experiencia, disponga de suficientes medios y esté asistido de profesionales jurídicos no 
permite presumir una conducta dolosa por el mero hecho de las especiales circunstancias 
que rodean al sujeto pasivo de la imposición (importancia económica, clase de asesoramiento 
que recibe, etc.), sino que, en cada supuesto y con independencia de dichas circunstancias 
subjetivas, hay que ponderar si la discrepancia entre el sujeto pasivo y la Hacienda Pública se 
debe o no a la diversa, razonable y, en cierto modo, justificada interpretación que uno y otra 
mantienen sobre las normas aplicables’ [Sentencias de 29 de junio de 2002 (rec. cas. núm. 
4138/1997), FD Segundo; y de 26 de septiembre de 2008 (rec. cas. para la unificación de 
doctrina núm.11/2004), FD Cuarto]. En efecto, conforme a nuestra jurisprudencia, lo que 
‘no cabe de ningún modo es concluir que la actuación del obligado tributario ha sido dolosa 
o culposa atendiendo exclusivamente a sus circunstancias personales; o dicho de manera más 
precisa, lo que no puede hacer el poder público, sin vulnerar el principio de culpabilidad que 
deriva del art. 25 CE [véase, por todas, la Sentencia de esta Sección de 6 de junio de 2008 
(rec. cas. para la unificación de doctrina núm. 146/2004), FD 4], es imponer una sanción a 
un obligado tributario (o confirmarla en fase administrativa o judicial de recurso) por sus 
circunstancias subjetivas -aunque se trate de una persona jurídica, tenga grandes medios 
económicos, reciba o pueda recibir el más competente de los asesoramientos y se dedique 
habitual o exclusivamente a la actividad gravada por la norma incumplida- si la interpretación 
que ha mantenido de la disposición controvertida, aunque errónea, puede entenderse como 
razonable’ (Sentencia de 26 de septiembre de 2008, cit., FD Cuarto).  

c) Se han efectuado alegaciones encaminadas a acreditar que la conducta estaba amparada 
por una interpretación razonable de la norma. Y, en todo caso, como señala nuestra 
jurisprudencia, no es posible invertir la carga de la prueba que deriva de la presunción de 
inocencia. Tuviera o no razón en la manera de entender la norma aplicable, el sujeto pasivo 
sostuvo que el préstamo no tenía un contenido económico que hubiera de integrarse en la 
base imponible del Impuesto sobre el Patrimonio porque no le había sido concedido a título 
personal, sino para que se constituyera una fianza por responsabilidades civiles de las 
sociedades. La referencia a la falta de concurrencia de causas de exoneración de la 
culpabilidad no es suficiente para cumplir con el requisito de motivación del elemento 
subjetivo de la infracción ‘que derivan, no sólo de la Ley tributaria (arts. 103.3 , 210.4 y 211.3 
de la Ley 58/2003 ), sino también de las garantías constitucionales, entre las que hay que 
destacar el principio de presunción de inocencia reconocido en el art. 24.2 CE (véase, por 
todas, nuestra Sentencia de 6 de junio de 2008 , cit., FD Cuarto]. Y es que, como ha señalado 
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esta Sección, ‘el principio de presunción de inocencia garantizado en el art. 24.2 CE no 
permite que la Administración tributaria razone la existencia de culpabilidad por exclusión 
o, dicho de manera más precisa, mediante la afirmación de que la actuación del obligado 
tributario es culpable porque no se aprecia la existencia de una discrepancia interpretativa 
razonable -como ha sucedido en el caso enjuiciado- o la concurrencia de cualquiera de las 
otras causas excluyentes de la responsabilidad de las recogidas en el art. 77.3 LGT (actual art. 
179.2 Ley 58/2003), entre otras razones, porque dicho precepto no agota todas las hipótesis 
posibles de ausencia de culpabilidad. A este respecto, conviene recordar que el art. 77.3.d) 
LGT establecía que la interpretación razonable de la norma era, en particular [el vigente art. 
179.2.d) Ley 58/2003, dice [e]ntre otros supuestos], uno de los casos en los que la Administración 
debía entender necesariamente que el obligado tributario había puesto la diligencia necesaria en el 
cumplimiento de las obligaciones y deberes tributarios; de donde se infiere que la circunstancia de que 
la norma incumplida sea clara o que la interpretación mantenida de la misma no se entienda 
razonable no permite imponer automáticamente una sanción tributaria porque es posible 
que, no obstante, el contribuyente haya actuado diligentemente’. ” (F.D. 8º) [B.A.S.]. 

 

Jurisprudencia: Ante la Memoria del Análisis de Impacto Normativo deficiente del Real Decreto 
1083/2009, de 3 de julio, en consonancia con los arts. 22 y 24 de la Ley del Gobierno de 1997 cabe la 
invalidez del reglamento. 

STS (Sala 3ª), de 31 de enero de 2017, rec. nº 4028/2015. 

http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematc
h=TS&reference=7926578&links=%224028%2F2015%22&optimize=20170206&publicin
terface=true 

“Cabe, pues, que las normas reglamentarias sean nulas no solo en los casos en que carezcan 
por completo de análisis económico y presupuestario, sino también en aquellos otros en los 
que el que acompaña a la decisión de que se trate resulta ser de todo punto insuficiente de 
manera que no permita a la Memoria cumplir la importante finalidad que, a tenor de la 
normativa vigente, le es propia (motivar la necesidad y oportunidad de la norma, suministrar 
información relevante a la propia Administración y a sus destinatarios y facilitar, en su caso, 
el necesario control del ejercicio de la actividad)” (F.D.3º) [B.A.S.] 

 

Jurisprudencia: El Tribunal Supremo se pronuncia sobre el tormento que supone la acreditación para profesor 
de Universidad. 

STS (Sala 3ª), de 15 de febrero de 2017, rec. nº 460/2015. 

http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematc
h=TS&reference=7946146&links=%22460%2F2015%22&optimize=20170228&publicint
erface=true 

“(…) La recurrente combatía la denegación de la acreditación para el Cuerpo de Profesores 
Titulares, pues alegaba que no había sido valorada correctamente la docencia y la formación 
académica, y se rechaza el alegato contenido en el escrito de demanda, al considerar que la 
se trata de una cuestión sometida a la discrecionalidad técnica del órgano calificador ‘al 
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pretender sustituir el criterio del órgano calificador por el propio del recurrente, sin combatir 
los elementos reglados de dicha decisión calificadora, como tampoco puede esta Sala sustituir 
el núcleo de la decisión técnica adoptada por la suya propia, conforme al criterio reiterado 
del Tribunal Supremo sobre la presunción de certeza de los órganos técnicos calificadores’” 
(F.D.1º), 

“(…) De modo que el escrito de interposición se centra más en expresar una legítima queja 
sobre la valoración de los méritos realizada por la Administración, y no corregida por la 
sentencia recurrida, que en reprochar a la sentencia que se impugna infracciones normativas 
específicas que puedan dar lugar, siguiendo las razones indicadas, a casar y anular la sentencia. 
Recordemos que el recurso de casación, vigente antes de la reforma por la expresada Ley 
Orgánica 7/2015, se configura como un remedio procesal para depurar las infracciones, 
sustantivas y procesales, en que haya podido incurrir la Sala de instancia al interpretar y aplicar 
el ordenamiento jurídico. En todo caso, los méritos que han de valorarse para la obtención 
de la acreditación son los que se aportan y concurren en el momento de la solicitud, no los 
realizados con posterioridad a la misma que, como es obvio, no han sido examinados en los 
informes de los expertos ni tomados en consideración por la Administración. En 
consecuencia, procede desestimar el motivo invocado y declarar que no ha lugar al recurso 
de casación.” (F.D.4º) [B.A.S.] 

 

Jurisprudencia: A vueltas con el cambio de criterio de la ANECA para las acreditaciones. 

STS (Sala 3ª), de 22 de febrero de 2017, rec. nº 1219/2015. 

http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematc
h=TS&reference=7950801&links=%221219%2F2015%22&optimize=20170306&publicin
terface=true 

“(…) la queja de la recurrente sobre que la determinación del número de contribuciones, así 
como el baremo y los criterios a tener en cuenta por el órgano evaluador que, a su juicio, 
debió establecerse también en la norma reglamentaria, no comporta un déficit en la 
regulación de la materia, sino el ejercicio de una opción que tiene en cuenta que se trata de 
ramas o áreas de conocimiento muy diversas (Artes y Humanidades, Ciencias, Ciencias de la 
Salud, Ciencias Sociales y Jurídicas, e Ingeniería y Arquitectura) que tienen unos contornos, 
contenidos y peculiaridades propias que no resulta posible reconducir, con el detalle que 
postula la recurrente, a un régimen uniforme e idéntico. En todo caso, ese alegato no 
comporta vulneración alguna del artículo 23 de la CE. Ni en los términos que se postula 
supone alteración alguna de los límites propios de la discrecionalidad técnica.” (F.D.4º)  

“La lesión de la igualdad, con cita del artículo 14 de la CE, por la disposición adicional 
primera, apartado 2, del Real Decreto impugnado, carece de fundamento, pues el desarrollo 
de esa infracción, en el escrito de demanda, se limita a transcribir el contenido de dicha 
disposición adicional, y a señalar, de modo apodíctico, que hay una diferencia de trato entre 
los profesores titulares de universidad y los profesores titulares de escuelas universitarias, 
pero sin especificar en que ́ consiste. De modo que dicha afirmación esta ́ ayuda de cualquier 
operación de contraste que ponga de manifiesto tales diferencias y que razone sobre la falta, 
o no, de justificación en el distinto trato normativo que señala, pero que no concreta. En 
definitiva, la denuncia de la vulneración del principio de igualdad en la norma, ha de expresar 
el término adecuado de comparación, señalando la diferente regulación de los casos que se 
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pretenden contrastar, y expresando las razones que llevan a considerar que dicho trato 
diferente carece de justificación razonable. Y en este caso lo único que se ha puesto de 
manifiesto es el término de contraste entre los profesores titulares de universidad y los de 
escuelas universitarias.” (F.D.5º) [B.A.S.] 

 

Jurisprudencia: El Tribunal Supremo aclara cuando debe entenderse discriminatoria la convocatoria de plazas 
de Empleo público. 

STS (Sala 3ª), de 21 de abril de 2017, rec. nº 1688/2016. 
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“(…) Señala que prohíbe la incorporación de nuevo personal en el ámbito de la 
Administración General, y es norma básica, en relación con el art. 10.4 del EBEP, ya que 
dicho precepto no opera durante ese año por vedarlo la Ley General de Presupuestos del 
Estado y no puede entenderse infringido. En este caso era 0 la tasa de reposición de efectivos 
respecto de la Administración General, y por tanto no fue posible aprobar la oferta. Añade 
que por tal razón el art. 31.5 de la ley 1/2014, de 23 de enero, de Presupuestos de la 
Comunidad Autónoma de Aragón para el ejercicio 2014 estatuyó que la oferta de empleo 
público se rige por la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 2014. Insiste en que la 
economía, art. 149.1. 13. CE es competencia estatal, tal cual ya se analizó en la STC 178/2006, 
de 6 de junio enjuiciando un recurso de inconstitucionalidad planteado por el Abogado del 
estado contra una Ley de presupuestos autonómicas que pretendía convocar oferta de 
empleo público sin atender a la limitación establecida en el por la Ley General de 
Presupuestos del Estado. (…) Defiende que el número de plazas que se incluyan en la Oferta 
de Empleo no afecta para nada al principio de igualdad y a las condiciones de acceso (siendo 
éstas las que no pueden ser discriminatorias), ya que estas condiciones de acceso de los 
procesos selectivos convocados por la Administración de la Comunidad Autónoma de 
Aragón para cubrir esas plazas ofertadas, tienen que ser iguales para todos los ciudadanos 
que se presenten a las mismas, respetando siempre los principios constitucionales de 
igualdad, mérito y capacidad. La discriminación, en caso de darse, iría de acuerdo con lo 
expuesto, más allá de la Oferta de Empleo, esto es, en el hipotético caso de que los órganos 
administrativos incluyeran, en las diversas convocatorias derivadas de la Oferta, condiciones 
de acceso discriminatorias o, los mismos a la hora de valorar a los distintos candidatos 
presentados a las pruebas selectivas realizadas de acuerdo con la citada oferta, actuaran con 
indiscriminada arbitrariedad, sin atender a los principios constitucionales anteriormente 
citados de igualdad mérito y capacidad, de ahí la importancia que se da por la jurisprudencia 
al protagonismo de los jueces en el control de los procesos selectivos como se ha indicado 
en la última sentencia transcrita.” (F.D. 2º) [B.A.S.] 

http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=8001975&links=&optimize=20170428&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=8001975&links=&optimize=20170428&publicinterface=true

